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Doctor 

LUIS ROBERTO ORTIZ ARCINIEGAS 

Juez Cuarto Civil del Circuito de Bucaramanga 

J04ccbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E. S. D. 

 

 

DEMANDANTE:                 MARUJA FLOREZ VILLAMIZAR Y OTROS. 

DEMANDADO:                   MARTHA DÍAZ GUALDRÓN. 

MEDIO DE CONTROL:      RECONOCIMIENTO DE OBLIGACIÓN. 

RADICADO:                        68001-31-03-004-2021-00181-00. 

 

ASUNTO:                             SE FORMULAN EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

 

JOAN ALEJANDRO RUEDA RUEDA, mayor de edad, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 1.098.785.699 de Bucaramanga, abogado en ejercicio, con número de Tarjeta 

Profesional 327.444 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado 

judicial de la señora MARTHA DÍAZ GUALDRÓN, identificada con cédula de ciudadanía 

No. 63.294.023 de Bucaramanga, de conformidad con el poder que me fuera conferido, por 

medio del presente escrito me permito proceder dentro de la oportunidad legal e interponer 

las siguientes EXCEPCIONES PREVIAS: 

 

 Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales. 

 

 Inepta demanda por no haber precisión ni claridad en las pretensiones. 

 

 Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 

 

Lo anterior en concordancia con lo establecido en los artículos 100, 101 y 102 del CGP.  

 

 

I. FUNDAMENTOS DE LAS EXCEPCIONES 

 

 

I.I. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS 

FORMALES. 

Solicito al Señor Juez que declare probada la excepción previa por inepta demanda, toda vez 

que la parte actora no agotó en debida forma el requisito de procedibilidad contemplado en 

el artículo 36 de la Ley 640 de 2001, por lo que se debió ordenar rechazar la demanda ante 

la ausencia de una correcta conciliación previa como requisito de procedibilidad, disposición 

que no es si no consecuencia de la obligación que impone el artículo 35 de la misma ley, 

modificado por el 52 de la Ley 1395 de 2010, en el sentido de que en los asuntos susceptibles 

mailto:J04ccbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co
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conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para acudir 

ante la jurisdicción civil. 

Para acreditar el cumplimiento de este requisito, los demandantes aportaron copia digital de 

la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el centro de conciliación de la 

Procuraduría General de la Nación, la cual fue tramitada bajo el radicado No. 03836 E-2019-

747469.  

Afirmaron los demandantes que dicha conciliación se desarrolló el día 14 de enero de 2020, 

y que la misma se declaró “FRUSTADA y AGOTADA” por inasistencia de la parte convocada, 

por lo cual se dejó constancia de acta de no conciliación. 

Sin embargo, los demandantes omitieron manifestarle al Señor Juez que al momento de 

solicitar la conciliación en derecho, suscribieron una dirección errónea de notificaciones para 

lograr la no comparecencia de señora MARTHA DÍAZ GUALDRÓN a tal diligencia 

extrajudicial, y sorprenderla de improvisto con la radicación de esta demanda.  

Al observar el expediente que conforma la solicitud de conciliación No. 03836 con radicado 

E-2019-747469, en la que actuaron como convocantes los señores FIDEL FLÓREZ 

VILLAMIZAR y otros, podemos evidenciar que los accionantes manifestaron de mala fe que 

mi prohijada podía recibir notificaciones en la dirección: Calle 35 # 21 – 74 oficina 228 del 

Edificio Apolo de la ciudad de Bucaramanga. 

Lo anterior a sabiendas que esa no era la dirección de residencia, ni la estipulada para recibir 

notificaciones de la parte demandada. Como lo confiesan los mismos demandantes en el 

acápite de notificaciones del escrito de demanda, donde estipulan que son conocedores que 

la señora MARTHA DÍAZ GUALDRÓN recibe notificaciones y citaciones “(…) en su dirección 

física ubicada en la carrea 41 No. 42-64 de la ciudad de Bucaramanga (Stder), y/o en el correo 

electrónico martha_diaz06@hotmail.com (…)”. 

Al contrastar las dos direcciones plasmadas por los demandantes en el escrito de solicitud 

de conciliación y escrito de demanda podemos comprobar que son palmariamente diferentes. 

La primera no corresponde a la realidad, pues en ella nunca ha vivido la demandada, ni la ha 

relacionado como su dirección de notificaciones, mientras que la segunda, como lo saben los 

demandantes, sí corresponde a su dirección real de notificaciones. 

De lo anterior puede deducirse que la señora MARTHA DÍAZ GUALDRÓN, jamás fue citada 

a tal diligencia de conciliación, ni se enteró de ese trámite extrajudicial que se desarrolló sin 

su observancia ante la Procuraduría General de la Nación. Situación que lamenta 

profundamente la demanda, pues de haber sido citada a la diligencia de conciliación, muy 

seguramente las partes habrían podido convenir sus diferencias y no estaríamos ante este 

escenario judicial congestionando la administración de justicia. Sin embargo, no comprende 

mi poderdante qué motivó a los demandantes a suscribir una dirección de notificaciones que 

no corresponde a la realidad para así evitar su comparecencia al trámite exigido como 

requisito de procedibilidad. 

mailto:martha_diaz06@hotmail.com
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Tratándose este de un proceso civil declarativo, debemos observar lo dispuesto en los 

Artículos 35, 36 y 38 de la Ley 640 de 2001, los cuales establecen que la conciliación 

extrajudicial en derecho es requisito indispensable de procedibilidad, el cual deberá 

intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional civil.  

Los únicos procesos civiles que por orden del legislador se encuentran exentos de este 

requisito son los procesos ejecutivos, los de restitución de inmueble arrendado, los 

declarativos divisorios, de expropiación y aquellos en donde se demande a personas 

indeterminadas, según se estipula en el Artículo 621 del Código General del Proceso.  

Frente a estas excepciones, también dispone el Artículo 590 ibídem que no será obligatorio 

agotar la conciliación extrajudicial como requisito previo a demandar, cuando se decreten 

medidas cautelares. No obstante, esta causal de exoneración del requisito de procedibilidad 

no puede ser procedente para el presente caso, pues el auto que admite la demanda en su 

numeral quinto estableció que: 

“Se niega por improcedente la medida cautelar pretendida en el escrito de la demanda, 

por cuanto no se cumplen los presupuestos del literal a), numeral 1º del artículo 590 

del C.G.P., en tanto que, la presente acción no versa sobre dominio u otro derecho real 

principal, directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o en subsidio de 

otra, o sobre la universalidad de bienes, sino que la misma gira entorno de la existencia 

de una presunta obligación cambiaria en cabeza de la demandada que no implica las 

situaciones descritas por el legislador en la norma antes mencionada para acceder al 

decretó de la inscripción de la demanda sobre los bienes de ésta”. 

De lo anterior se puede colegir que la demanda impetrada por parte de MARUJA FLOREZ 

VILLAMIZAR y otros contra mi poderdante no puede ser admitida por este Despacho judicial 

hasta tanto no se agote de manera correcta la conciliación prejudicial como requisito de 

procedibilidad. 

 

I.II. INEPTA DEMANDA POR NO HABER PRECISIÓN NI CLARIDAD EN LAS 

PRETENSIONES. 

El artículo 82 del C.G.P. establece los requisitos que debe contener toda demanda para lograr 

su admisión por parte de la autoridad judicial, enunciando el siguiente listado de exigencias 

indispensables para tal propósito:    

“(…) 1. La designación del juez a quien se dirija. 

2. El nombre y domicilio de las partes y, si no pueden comparecer por sí mismas, los de 

sus representantes legales. Se deberá indicar el número de identificación del 

demandante y de su representante y el de los demandados si se conoce. Tratándose de 

personas jurídicas o de patrimonios autónomos será el número de identificación 

tributaria (NIT). 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6059#38
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3. El nombre del apoderado judicial del demandante, si fuere el caso. 

4. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. 

5. Los hechos que le sirven de fundamento a las pretensiones, debidamente 

determinados, clasificados y numerados. 

6. La petición de las pruebas que se pretenda hacer valer, con indicación de los 

documentos que el demandado tiene en su poder, para que este los aporte. 

7. El juramento estimatorio, cuando sea necesario. (…)”  

8. Los fundamentos de derecho. 

9. La cuantía del proceso, cuando su estimación sea necesaria para determinar la 

competencia o el trámite. 

10. El lugar, la dirección física y electrónica que tengan o estén obligados a llevar, donde 

las partes, sus representantes y el apoderado del demandante recibirán notificaciones 

personales. 

11. Los demás que exija la ley.” (Negrilla Propia) 

El Código General del Proceso señala que la demanda deberá contener, entre otros 

requisitos indispensables, “Lo que se pretenda”, es decir, el petitum, el cual deberá ser 

expresado con precisión y claridad. Tratándose de una demanda de reconocimiento de 

obligación, el actor tiene la obligación de expresar con solidez, claridad, exhaustividad y 

calidad lo que pretende con tal proceso, indicando de manera precisa cuál es la obligación 

que desea sea reconocida o declarada por parte de la autoridad judicial, señalando el tipo de 

deuda y el negocio jurídico que originó tal obligación civil o comercial. 

Sin embargo, al observar el acápite de pretensiones del escrito de demanda, avizora el 

suscrito que la primera pretensión no reúne tal requisito. Veamos: 

Los actores pretenden que se declare lo siguiente: “Que la señora MARTHA DIAZ GUALDRON 

es deudora de los señores FIDEL FLOREZ VILLAMIZAR, LUIS EDUARDO FLOREZ VILLAMIZAR, 

ABELARDO FLOREZ VILLAMIZAR, ELCIDA FLOREZ VILLAMIZAR, GRACIELA FLOREZ VILLAMIZAR, 

MARUJA FLOREZ VILLAMIZAR, y AUDELINA FLOREZ VILLAMIZAR quienes actúan en calidad de 

herederos de la señora CARMEN CECILIA VILLAMIZAR ROJAS (Q.E.P.D.)”. (Negrilla Propia) 

A todas luces la anterior pretensión carece de precisión y claridad, pues establece una 

petición tan genérica y etérea que puede generar inseguridad jurídica a la demandada en caso 

de ser resuelta favorablemente por el Despacho Judicial.  

Decir que se declare a la señora MARTHA DIAZ GUALDRON como deudora de los 

demandantes, así sin más, sin siquiera indicar de forma clara el tipo de deuda o el límite de la 

acreencia, abre una enorme compuerta que da vía libre a vulnerar el debido proceso de la 
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parte pasiva y resquebrajar el principio de la seguridad jurídica, pues no se sabe de manera 

concreta a qué deuda se hace referencia.  

La seguridad jurídica es un principio del derecho, universalmente reconocido, que se basa en 

la certeza del derecho, tanto en el ámbito de su publicidad como en su aplicación, y que 

significa la seguridad de que se conoce, o puede conocerse, lo previsto como prohibido, 

ordenado o permitido por el poder público. El Estado, como máximo exponente del poder 

público y primer regulador de las relaciones en sociedad, no solo establece (o debe 

establecer) las disposiciones legales a seguir, sino que en un sentido más amplio tiene la 

obligación de crear un ámbito general de seguridad jurídica al ejercer el poder político, 

judicial y legislativo. 

La seguridad jurídica es, en el fondo, la garantía dada al individuo por el Estado de que su 

persona, sus bienes y sus derechos no serán violentados o que, si esto último llegara a 

producirse, le serán asegurados por la sociedad, la protección y reparación de aquellos. En 

resumen, la seguridad jurídica es la certeza del derecho que tiene el individuo de modo que su 

situación jurídica no será modificada más que por procedimientos regulares y conductos 

legales establecidos, previa y debidamente publicados. 

Así las cosas, la redacción de tal pretensión puede prestarse para que se desprendan un 

sinnúmero de deudas u obligaciones en favor de los demandantes, pues se estaría 

estableciendo de manera genérica que la demandada es deudora de los demandantes, sin 

indicar el tipo o clase de deuda, ni el origen de la misma, ni los límites de tal obligación civil 

o comercial.  

Frente a este punto, es pertinente recordar la exigencia legal y constitucional, que tiene la 

lengua castellana en nuestro ordenamiento jurídico. Por lo que resulta importante señalar 

que el diccionario de la Real Academia Española define la palabra “precisión” de la siguiente 

manera:“Abstracción o separación mental que hace el entendimiento de dos cosas realmente ident

ificadas, en virtud de la cual se concibe la una como distinta de la otra”. En igual sentido, la RAE 

define la palabra “claridad” así: “argumento o un razonamiento de muy fácil comprensión”. 

No obstante, la primera pretensión de la demanda no cumple con la carga procesal de 

precisión y claridad, ya que el reconocimiento de una deuda tiene como fin asumir y fijar la 

relación obligatoria preexistente, y en caso de proferirse sentencia favorable a los 

demandantes, la parte pasiva queda atada a cumplir la obligación cuya deuda ha reconocido 

la autoridad judicial. Para ello, se requiere que el actor anuncie con claridad la obligación cuya 

deuda desea le sea reconocida. Situación que no se presenta en la primera pretensión de la 

demanda, pues no indica en su pretensión cuál es la relación obligatoria preexistente (negocio 

jurídico causal), ni establece de manera precisa la deuda que debe reconocer o declarar la 

autoridad judicial.  

La primera pretensión de la demanda es tan universal, tan poco precisa, que representa un 

peligro jurídico para la demandada, pues no se le puede declarar a nadie como deudor general 

de una persona, como si se tratara de una cláusula genérica que estableciera su condición de 

deudora a perpetuidad, sin indicar de manera precisa cuál es la obligación que desea sea 

https://es.wikipedia.org/wiki/Derecho
https://es.wikipedia.org/wiki/Certeza_del_derecho
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_p%C3%BAblico
https://es.wikipedia.org/wiki/Estado
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_p%C3%BAblico
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_p%C3%BAblico
https://es.wikipedia.org/wiki/Sociedad
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_pol%C3%ADtico
https://es.wikipedia.org/wiki/Garant%C3%ADa
https://es.wikipedia.org/wiki/Individuo
https://es.wikipedia.org/wiki/Estado
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reconocida o declarada por parte de la autoridad judicial, señalando el tipo de deuda y el 

negocio jurídico que originó tal obligación civil o comercial. 

Finalmente cabe resaltar que las pretensiones segunda y tercera no subsanan el error de falta 

de claridad y precisión de la primera, pues las pretensiones dos y tres son tan solo una 

consecuencia de ella, lo cual produciría que de la primera pretensión se pudieran desprender 

un sinnúmero de deudas u obligaciones en favor de los demandantes, pues se estaría 

estableciendo de manera genérica que la demandada es deudora de los demandantes. 

Por ello, Solicito al Señor Juez que declare probada la excepción previa por inepta demanda 

por no haber precisión ni claridad en las pretensiones. 

 

I.III. HABÉRSELE DADO A LA DEMANDA EL TRÁMITE DE UN PROCESO 

DIFERENTE AL QUE CORRESPONDE. 

Los demandantes en sus pretensiones segunda y tercera solicitaron lo siguiente: 

“SEGUNDA: Que como consecuencia de lo anterior se declare que la señora MARTHA 

DIAZ GUALDRON adeuda a los señores FIDEL FLOREZ VILLAMIZAR, LUIS EDUARDO 

FLOREZ VILLAMIZAR, ABELARDO FLOREZ VILLAMIZAR, ELCIDA FLOREZ 

VILLAMIZAR, GRACIELA FLOREZ VILLAMIZAR, MARUJA FLOREZ VILLAMIZAR, y 

AUDELINA FLOREZ VILLAMIZAR la suma de TRESCIENTOS CINCUENTA MILLONES 

DE PESOS ($350.000.000,oo), por concepto de CAPITAL de la obligación 

contenida del título valor número LC 211 2595775, girado a favor de la señora 

CARMEN CECILIA VILLAMIZAR ROJAS (Q.E.P.D.).  

TERCERO: Que como consecuencia de lo anterior se declare que la señora MARTHA 

DIAZ GUALDRON adeuda a los señores FIDEL FLOREZ VILLAMIZAR, LUIS EDUARDO 

FLOREZ VILLAMIZAR, ABELARDO FLOREZ VILLAMIZAR, ELCIDA FLOREZ 

VILLAMIZAR, GRACIELA FLOREZ VILLAMIZAR, MARUJA FLOREZ VILLAMIZAR, y 

AUDELINA FLOREZ VILLAMIZAR, adeuda los intereses moratorios generados a 

partir de la fecha de exigibilidad del título valor número LC 211 2595775, 

es decir desde el día 14 de abril de 2016, a la tasa máxima legal permitida y hasta que 

se verifique su pago”. (Negrilla Propia) 

Las pretensiones antes enunciadas están dirigidas a reconocer una obligación cambiaria 

derivada de un título valor, letra de cambio No. 211 2595775, mas no una obligación de 

carácter civil o contractual, por lo que a la presente demanda no se le debería dar el trámite 

de proceso verbal de reconocimiento de obligación civil, pues el Código de Comercio 

establece de manera clara en su artículo 882 cuál es la acción encaminada a reconocer 

obligaciones cambiarias derivadas de títulos valores que se encuentran prescritas, como así 

lo pretenden los demandantes. 

De los hechos de la demanda y de las pretensiones segunda y tercera resulta evidente que 

los demandantes hacen referencia al cobro de un título valor, denominado letra de cambio 
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LC 211 2595775, la cual tenía como fecha de vencimiento o exigibilidad el día 14 de abril de 

2016, cuya acción cambiaria ejecutiva se encuentra a la fecha prescrita. Además, en los hechos 

de la demanda se infiere la existencia de un supuesto enriquecimiento sin justa causa por 

parte de la demandada, derivado del presunto no pago del monto estipulado en el titulo valor 

antes indicado．   

Como es bien sabido, cuando se firma una letra de cambio por un dinero, en realidad no 

estamos firmando una garantía, sino pagando esa deuda con esa letra de cambio, que al ser 

un título valor puede ser negociada mediante endoso. Por consiguiente, dice la norma, que, 

si no es posible el cobro del título valor, entonces se resuelve el pago, es decir, la deuda 

resurge, y entonces se aplica lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 882 del Código 

de Comercio: 

“Cumplida la condición resolutoria, el acreedor podrá hacer efectivo el pago de la 

obligación originaria o fundamental, devolviendo el instrumento o dando caución, a 

satisfacción del juez, de indemnizar al deudor los perjuicios que pueda causarle la no 

devolución del mismo”. 

Y aquí es donde surge la acción cambiaria de enriquecimiento sin justa causa, de acuerdo al 

inciso tercero del precitado artículo: 

“Si el acreedor deja caducar o prescribir el instrumento, la obligación originaria o 

fundamental se extinguirá así mismo; no obstante, tendrá acción contra quien se haya 

enriquecido sin causa a consecuencia de la caducidad o prescripción (…)”. 

En consecuencia, a quien le haya prescrito un título valor como letra de cambio o pagaré, 

puede recurrir a esta acción para intentar recuperar el dinero, siempre que el negocio esté 

enmarcado en el artículo 882 del código de comercio, que contempla los casos en que se 

entrega como pago de una obligación prexistente. 

En ese sentido, el escrito de demanda y sus pretensiones se ajustan perfectamente a lo 

indicado en el artículo 882 del C.Co., pues según los demandantes nos encontramos frente 

a un escenario  extremun remedium iuris, que legitima al tenedor de un documento crediticio 

entregado como pago de una obligación preexistente, cuando es privado de los mecanismos 

procesales inherentes a los instrumentos negociables y de las acciones propias de la relación 

causal, por el implacable curso del tiempo, al estar fenecida por caducidad o prescripción. 

De los hechos de la demanda también se deduce que el proceso gira en torno a un título 

valor de contenido crediticio que le ha sido entregado al acreedor, como pago de una 

obligación precedente. También se destaca que los demandantes alegan que la demandada ha 

recibido presuntamente un provecho o ventaja patrimonial, y que los accionantes han – 

Aparentemente - padecido un empobrecimiento correlativo con el enriquecimiento aludido. 

Todo lo anterior se ajusta a los parámetros establecidos por la Corte Suprema de Justicia en 

sentencia del 26 de junio de 2008, expediente 00112-01, con relación a la acción de 

enriquecimiento cambiario. 
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En ese orden de ideas, considera el suscrito que se le ha dado a la demanda el trámite de un 

proceso diferente al que corresponde, pues los hechos de la demanda y las pretensiones 

segunda y tercera infieren que se trata de una acción de enriquecimiento cambiario regulado 

por el artículo 882 del C.Co., y no de un proceso de reconocimiento de obligación civil.  

 

II. SOLICITUD DE PRUEBAS 

De conformidad con lo establecido en el artículo 101 del C.G.P., solicito al Señor Juez que 

decrete la siguiente prueba documental relacionada con la excepción previa titulada “ineptitud 

de la demanda por falta de los requisitos formales”: 

II.I. Derecho de petición radicado ante la Procuraduría General de la Nación. 

II.II. Copia digital de la totalidad del expediente que conforma la solicitud de conciliación 

No. 03836 con radicado E-2019-747469, en la que actuaron como convocantes los señores 

Fidel Flórez Villamizar y otros, y como convocada la señora Martha Díaz Gualdrón. En tal 

copia digital se encuentran contenidos los oficios de citación remitidos a la demandada con 

destino a una dirección que no corresponde a su domicilio, ni a su dirección de notificaciones. 

 

III. ANEXOS 

Me permito anexar poder especial, amplio y suficiente otorgado por la demandada para 

representación judicial en concordancia con lo establecido en el artículo 5 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020.  

También anexo las pruebas documentales relacionadas en el anterior acápite. 

 

Atentamente, 

 

 

 

JOAN ALEJANDRO RUEDA RUEDA 

C.C. 1.098.785.699 de Bucaramanga 

T.P. 327.444 del C.S. de la Judicatura                   
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Joan Rueda <joanrueda06@gmail.com>

Poder para representación judicial y contestar demanda


Martha De Rangel <martha06617@gmail.com> 12 de octubre de 2021, 10:03
Para: Sandra DR Joan <joanrueda06@gmail.com>

Doctor Joan Rueda,

Cordial saludo,

Por medio de este correo electrónico me permito adjuntar poder especial, amplio y suficiente para representación judicial
en medio del proceso con radicado 2021-00181-00 que se adelanta en el Juzgado 04 Civil del Circuito de Bucaramanga.

Atentamente,

Martha Díaz Gualdron.
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Joan Rueda <joanrueda06@gmail.com>

DERCHO DE PETICION - SOLICITUD DE COPIAS DE SOLICITUD DE CONCILIACIÓN
No. 03836


Elvira Varon Mantilla <evaron@procuraduria.gov.co> 13 de octubre de 2021, 15:12
Para: Joan Rueda <joanrueda06@gmail.com>, "martha06617@gmail.com" <martha06617@gmail.com>

Cordial saludo:

Me permito dar respuesta a la solicitud de copias de la Solicitud de Conciliación radicado bajo el número
3838 E-2019-747469 y atendiendo a lo conversado telefónicamente con la señora Martha Diaz Gualdrón
quien me indicó en forma especial sobre los documentos
que requería.

Estaré atenta a cualquier inquietud.

Cordialmente,

Elvira Varón Mantilla
Conciliadora Centro de Conciliación
Procuraduría General de la Nación en Bucaramanga

De: Joan Rueda <joanrueda06@gmail.com>

Enviado: martes, 12 de octubre de 2021 1:27 p. m.

Para: Conciliación Civil Bucaramanga <conciliacioncivil.bucaramanga@procuraduria.gov.co>; Guadalupe
Hernandez Arguello <ghernandez@procuraduria.gov.co>; Elvira Varon Mantilla <evaron@procuraduria.gov.co>

Asunto: DERCHO DE PETICION - SOLICITUD DE COPIAS DE SOLICITUD DE CONCILIACIÓN No. 03836
 
[El texto citado está oculto]
**********NOTICIA DE CONFORMIDAD********** Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene información
confidencial de la Procuraduría General de la Nación y se encuentra protegida por la Ley. Sólo puede ser utilizada por el
personal o compañía a la cual
está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este mensaje, favor
borrarlo inmediatamente. Cualquier retención, difusión, distribución, copia o toma de cualquier acción basada en ella, se
encuentra estrictamente prohibido.
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